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Los aspirantes en posesión del titulO dé Bach1ller Elemental. 
Universitario o Laboral quedarán exentos de este ejercicio 

El segundo ejercicio (también escrito y de treinta minutos 
de duración como minimo) consistirá en la. copia a máquina 
de un texto dictado previamente de una resolución administra,. 
tiva o de cualquier otro ejercicio mecanográfico habitual en 
la Administración que el Tribunal acuerde. 

El Tribunal determinará el tiempo de que han de disponer 
los aspirantes para la realiZlWión de cada uno de los dos eje!'­
'.:icios. 

El tercer ejercicio comprenderá. 

a) Desarrollar por escrito y en el pl~ Improrrogable de 
una hora. un tema sobre Legislación de Ensefíanza Media y 
Profesional sacado a la suerte del cuestionario que se publi­
cará dentro de los quince días siguientes a la inserción de 
esta convocatoria en el tablón de anuncios del Patronato Pro­
vincial de Ensefíanza Medía y Profesional y en los Centros de 
Daimiel y de Tomelloso.- . 

b) El examen práctico se desarrollará por esorito en treinta 
minutos y tendrá por objeto la redlWOión de dos documentos, 
escogidos por el Tribunal sobre cuestionarios administrativos 
propios del Ministerio de Educación y Ciencia. 

. 4.' Publicada la lista de aspirantes admitidos y excluidos, 
este Patronato Provincial designará el Tribunal juzgador, en la 
siguiente forma: . 

Presidente: El del ·Patronato Provincial o Vocal del mismo 
en quien delegue. 

Vocales: Un Inspector de Ensefíanza Media. el Directo~ del 
Centro a que corresponda la vacante y el Delegado Admi-nis­
trativo de Educación y Ciencia. 

Secretario: El del Centro al que pertenezca la vacante. 

5." Las reclamaciones que respecto a la. exclusión de cual­
quier aspirante pudieran prodUcirse se presentarán en p.l tér­

,mino de ocho días, ·a partir de la publicaclór. de las correspon­
dientes listas en los periódicos oficiales, aoompafíando los do­
cumentos justificativos de dicha reclamación, que será resuelta 
en el pl~ de ocho días por el Presidente del Patronato Pro­
vincial, conforme al artículo 121 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo, y en el caso de ser confirmada la exclusión 
podrá el interesado interponer el recurso de reposición a que se 
refiere el artículo siete del Reglamento de Oposiciones y Con­
cursos. 

6.a La fecha, hora y lugar del oomienzo de 10i ejercicios 
sefíalados en la base tercera se anunciarán con un minimo de 
quince días de antelación. 

7.a Ninguno de estos ejerciclos será ellnUnatorio y el Trt­
bunal, una vez terminaQOS y a la vista de los documentos apor­
tados por los aspirantes, calificará la. totalidad de éstos y ele­
vará al Patronato Provincial las propuestas de los nombra-
mientos. . 

8.& Para cada. uno de ' los ejercicios no ha,brá más que un 
llama,m1ento, entendiéndose que el ooncursante que no acuda 
a éste renuncia a proseguir la oposición. 

9.· En el término de diez días, a partir de la fecha. m que 
se eleven las correspondientes propuestas del Tribunal. el Par­
tron8lto hará la designación de ,os Auxiliares Administrativos, 
entregando a los propuestos las oredenciales oorrespondientes, 
una vez que éstos hayan presentado los documentos qye acre­
diten las condiciones de la base segunda de esta convocatoria, 
antes de la toma de posesión. Si no lo hieciesen dentro de los 
treinta días siguientes a la propuesta se entenderá . que renun­
cian a sus derechos. En la toma de posesión prestarán el jura­
mento l'eferido en la base segunda. 

La. retribución anual para estas plazas será la siguiente: 
De 23.200 pesetas anuales con cargo al Patronato Provincial, 
2.000 pesetas anuales de gratificación con cargo al Patronato 
Nacional de Ensefianza Media y Profesional, más dos pagas ex­
traordinarias y bienios y quinquenioS del 20 por 100 sobre el 
haber básico. 

Para el personal subalterM 

Les será de aplicación todo lo dispuesto anteriormente para 
el personal administrativo, excepto la exigencia de los tres 
cursos de B3.chillerato, quedando los ejercicios de la base ter­
cera reducidos a una prueba de matemáticas sobre las cuatro 
reglas elementales y un dictado. 

La l'etribución anual de estaS plazas será la siguiente: De 
21.600 pesetas anuales con cargo al Patronato Provincial. 1.500 
pesetas anuales de gratificación con cargo al Patronato Nacio­
nal de Ensefíanza Media y Profesional, más dos págas extraor­
dinarias y tienios y quinquenios del 20 por 100 sobre el , baber 
básico. 

Ciudad Real, 15 de abril de 1967.-El Presidente de 'a Co­
miSión Perma.nente.-2.095-A. 

111. Otras disposiciones 

JEFATURA DEL ESTADO 

DECRETO 816/ 1967, de 13 de abril, por el que se 
resuelve la cuestión de competencia surgida entre 
la Audiencia Territorial de' Valladolid y la Direc­
ción General de Seguridad cbn motivo de desahucio 
administrativo seguido contra el Poltcía Armado, 
en situación de retirado, don Vi c e n t e Calabor 
Fincias. 

En el expediente y autos de la cuestión de competencia. sur­
¡ida entre la Audiencla Territorial de Valladolid y la Direc­
ción General de Seguridad COCl motivo de desahucio adminis­
trativo segUido contra el Pólicía Armado en situación de re­
tirado don Vicente Calabar Fincias; 

Resultando que el diez de septlembre de mil novecientos 
sesenta y cinco el Comandante-Jefe de la setenta y dos ban­
dera. de la Policía Armada de Valladolid cursó oficio al guardia 
de estas Fuerzas en situación de retiro desde treinta y uno 
de agosto anterior, don Vicente Calabor Fincias, comunicán­
dole que disponia de un plazo de treinta días para desalojar 
la Vlvienda. que ocupaba . en el Grupo Acuartelamiento (piso 
primero izquierda del número cuatro de la calle Juan Sebastián 
Elcano, de la menciOClada capital), a fin de asignarla al pe­
ticiona.rl0 en situación de activo que le corresponda; 

Resultando que, en cumplimiento de lo dispuesto por la 
, Inspección General de la Pollcía Armada, se incoó el corres­

pondiente expediente administrativo de desab.ucio y, eventual­
mente, de lanzamiento de personas y enseres de la mencionada 
vivienda ocupada por el' señor Calabor Fincias, a quien el 
Capitán-instructor otorgó por oficio de ocho de marzo de 
mil novecientos sesenta y seis un nuevo plazo de treinta dias 
para desalojarlo voluntariamente, sefíalándole también la ~ 
sibilidad de interponer recurw en igual tiempo epte la Diréc­
ción Gener-al de Seguridad, recur~ que promovió el interesado 

en uno de abril de mil novecientos sesenta y seis, suplicando 
se dejara SID efecto el oficio últimamente mencionado epar 
entender que en virtud del C<Y.:ltrato de arrendamiento (suscrito 
por él mismo y La Dirección General mencionada) está prote­
gido por la prórroga forzosa establecida por los arrendatarios 
por las Leyes» y «que el compareciente es padre de cinco hi­
jos, conviviendo con el recurrente su esposa»; 

Resultando que, previo informe de la Asesoria Jurfdica, la 
Drrección General de Seguridad resolvió en seis de junio de 
mil novecientos sesenta y seis desestimar la solicitud del sefíor 
Oalabor Fincias por las siguientes r~nes: Primera. Que la 
relación juridica entre el interesado y la propia Dirección Ge­
neral no se rige por la Ley de Arrendanuentos Urbanbs (ex­
cepción del número dus del artículo tercero, sino por un re­
~lamento (sic) que no lleva fecha.. pero está aprObado por el 
o..mandante-Jefe de la Guarnición de la Policia Armada (folio 
seis del expediente administrativo), cabiendo por ello el desahu­
cio administrativo, de acuerdo con el Decreto de vemticinco 
'de mayo de mil novecientos cuarenta y cinoo, a causa de h8iber 
cesado la relación de empleo: y segu."1.da, que el escrito del 
interesado nQ se funda en infracción ninguna del vrdenamiento 
jurídico, por lo que no se puede estimar como recurso, sino 
como mera peticlón graciable; como consecuencia de todo ello, 
se confirma Iv resuelto por el instructor en oficio de ocho de 
marzo de mil novecientos sesenta y seis, que quedará firme 
y sin ulterior recurso ; . 

Resultando que. entre tanto, el veintidós de abril de mil 
novecientos sesenta '1 seis la representación de don Vicente 
Calabar Fincias hllibla dirigido escrito al Juzge.do Municipal 
número dos, de Valladolid, solicitandv que estimara ser de su 
competencia el procedimiento de desab.uclo que se sigue por 
la Dirección General de Seguridad y que, oonsiguientemente, 
tuviera. por promovida cuestión de competencia por inhibitoria 
frente a esta autondad administrativa, y, habiendo accedido 
el Juez a Iv solicitado, previo informe favorllible del Fiscal. be 
envió escrito razonado al Juzgado de Primera. Instancia nú­
mero dos de la misma capital, la cual remitió inmedfatameIlte 
la¡¡ actuaciones a la Audiencia Territorial de Valladolid, cuya 
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Sala de Gobierno, de conformidad cun el dictamen fiscal, dictó 
auto el siete de . mayo siguiente requiriendo de inhibición en 
forma legal a la mencionada Dlrección Ge:1eral respectu del 
desahucio objeto del presente expediente por las siguiente~ 
razones fundamentales: Primera. Que el desahucio adminis­
trativo se basa en la cesación del servicio activo PUl' el seÍlor 
Calabor Fincias. en tanto que la Ley de veintitrés de septiem­
bre de mil novecientos treinta y nueve sólo autoriza este 
procedimiento excepcional en el caso de falta de pago de las 
rentas, debiendo, pues. entenderse que las actuaciones de la 
Dirección General de referencia quedan fuera del ámbito de 
aquella Ley y constituyen una mtrumisiÓ':1 en la esfera de las 
atribuciones de la jurisdicción ordinaria. Segunda. Que el De­
'creto de veinticinco de mayo de mil novecient<Js cuarenta y 
cinco se halla derogado por la disposición final de la Ley de 
qumce de julio de mil novecientos ci':1cuenta y cuatro, como lo 
han reconocido terminantemente las sentencias de las Sal~ 
de lo contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de once 
de marzo y veintitrés de diciembre de mil novecientos sesenta 
y tres y de tres y veié'ltitrés de mayo de mil novecientos se-
senta y cuatro ; ' . 

Resultando que al reclbir en diecisiete de mayo de mll no­
vecientos sesenta y seis la Dirección General de Seguridad el 
auto de la Audiencia, sin suspender el procedimiento, ya que 
dictó la resolución de seis de junio de . mil novecientos sesenta 
y seis, dió traslado a la asesoría jurídlca, que informó en el 
::;e>:I.tido de que procedía mantener la competencia, y al inte­
resado prumotor de la cuestión, que reiteró alegaciones ante­
riores y advirtió la impOSibilidad legal que suponía el artículo 
veintiuno de la Ley de Conflictos Junsdiccionales para la 
continuación de las actuaciones administrativas, resolviendo, 
en fin, la propia Dirección General de Seguridad en veié'ltiocho 
de junio de ffill novecientos sesenta y seis m8intener su cum­
petencia en el asunto. por considerar vigente el Decreto de 
veinticinco de mayo de mil novecieatos cuarenta y cinco. y «no 
aceptar el requerimiento inhibitorio que le ha sido formulado». 
debiendv darse notlficación a la Audiencia requL }nte y a la 
representación del seÍlor Cala,bor Fincias, pudiendo éste recurrir 
la resolución ante el Ministro de la Gobernación; 

Resultaé'ldo que, . realizadas las ' notificaciones, el interesado 
interpuso el recurso en seis de julio de mil novecientos sesenta 
y seis, deduciendo la pretensión de que el Ministro declare 
incompetente a la Dirección General de Seguridad para desahu­
ciar y lanzar por sí al recurrente, en base a las alegaciunes 
contenidas ea el auto de la Audiencia, acordando el Mirus­
rerio de la Gobernación en veintidós de octubre siguiente. de 
acuerdo con el informe de la asesoría jurídica, la desestima­
ción del recurso en base a los propios fundamentos de la re­
solución recurrida y. especialmente, por la Vigencia del De­
creto de veinticinco de mayo de mil novecieé1tos cuarenta y 
cinco; 

Resultando que comunicada la resolución administrativa al 
interesado y a la Audiencia requirente, ambas autondades, la 
e.dministrativa y la judicial, tuvieron por formulada la cuestión 
de competencia y remitieron las actuaciones a la Presidencia 
del Gobierno para que fuera resuelta por los tráffiltes corres.. 
pocldientes. . 

Vistos el artículu veintiuno de la Ley de Conflictos Juris­
diccionales de diecisiete de julio de mil novecientos cuarenta 
y ocho (quinientos cuarenta y nueve), párrafo uno coma dos: 

« ... Las Autoridades Admmistrativas en cuanto reciban el 
oficio en que se las requiera de inhibición, suspendarán el 
procedimiento h asta la terminación de la contienda, siendu 
nulas las actuaciones que practicaren después de requeridas. 
Podrá. no obstante, continuar váhdamente el procedimiento 
administrativo si el Mimstro a cuyo Departamento corresponda 
conocer del asunto pul' razón de la materia así lo acordase 
por resolución fundada, por estimar que la suspensión puede 
causar grave perjuiCio al interés público» ; 

Considerando que la p·resente cuestión de competencia he. 
surgldo entre la Audiencia Territorial de Valladolid y el Di­
rector general de Seguridad al requerir la primera al segundo 
para que deje de conocer ea un expediente de desahucio ad­
ministrativo de la vivienda proporCionada a un funcionario 
dependiente de eUa, que no está dispuesto a desalojar y en 
el cua,! expediente el Director general ha dictado una resolución 
confirmatoria de la orden de desaloju pronunciada por el LT"lS­
tructor del expediente; 

Considerando que la decisión del Director general, pronun­
ciada en alz8Jda de la orden del Instructor y que debe con­
siderarse que pone fin a la via gubernativa, según el número 
cuatro del artículo treinta y seis de la Ley de Régimen Ju­
rídico de la Administración porque es relativa a un asunto 
de personal, como referente a una vivienda recibida de la 
propia DIrección General y ocupada por la condición de fun­
cionario, se dictó en seis de junio de mil novecientos sesenta 
y seis cuando ya la AudienCia no sólo había pI:onunciado el 
auto requiriendo de inhibición a la Dirección General de Se­
guridad (siete de mayo de mil novecientos sesenta y seis), sin.:> 
cuando dicho auto había sido notlficado a dicho organismo 
administrativo, día diecisiete del mismo mes de mayo; con 
olvido de lo dispuesto en el articulo veintiuno de la Ley de 
Conflictos Jurisdiccionales que ordena suspender las actuacio­
nes al reclbir el requerimiento de inihibición; 

Considerando que, según dicho artículo, son nulas las 8iC­
tuaciones practicadas por las autoridades administrativas-en 

este caso--después t:.e requeridas; nulidad que afecta mcluso 
a la resolución de vei':1tiocho de junio de mil novecientos se­
senta y seis, en la que la Dlrección General de Seguridad 
mantiene su competencia, pues dicho texto sólu contiene una 
excepción a aquella nulidad. no aplicable al caso presente; 
por lo que ha de considerarse mal forma,da la presente cuestión 
de competencia, debieado reponerse las actuaciones al mo- , 
mento inmediatamente anterior al en que se cometió la in.' 
fracclón. 

De conformidad cun el dictamen emitido por el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros, ' en su 
reunión celebrada el dia. diez de marzo de mil novecieatos 
sesenta y siete, vengo en declarar mal forma,da la presente 
cuestión de competencia y que no ha lugar a decidirla. 

Asi lo dlspongo por el presente Decreto, dado en Madrid a 
trece de abril de mil nuvecientos sesenta y siete. 

FRANCISCO FRANCO 

DECRETO 817/1967, de 13 de abril, por el que se 
resuelve la cuestión de competencia surgida entfl! 
la Audiencia Territorial de Valladolid y el Director 
general de Seguridad del Ministerio de la Gober­
nación con motivo de desahucio administrativo se· 
guido por la 72 Bandera de las Fuerzas de Policía 
Armada, de guarnición en Valladolid, contra el Po­
licia Armado retirado don José Pascual Peláez. 

En el expediente y autos de la cuestión de competer:J.cla sur­
gida entre la Audiencia Territorial de Valladolid y el Director 
general de Seguridad ' del Ministel'lo de la Gobernación con 
motivo del desahucio administrativo segUido por la setenta y 
dos Bandera de las Fuerzas de Policía Armada, de guarnición 
en Valladolid, contra el Policía Armadu retirado de dichas 
Fuerzas don José Pascual Peláez; 

Resultando que en quince de febrero de mil novecientos se­
senta y seis, por el Comandante-Jefe de la setenta y dos Ban- ... 
dera de Policía Armada de guarnición en Valladolid, y en 
virtud de Orden de la Inspección General de tales Fuerzas, 
se dispuso la instrucción de un expediente administrativo de 
desahucio de una vivienda de una manzana del grupo «José 
Antomo», arrendada por el Instituto Nacional de la Vivienda 
a la Dirección General de Seguridad para casas de los Policías 
Armados (calle de Pizarro, número once, tercero derecha, Va­
lladolid), que a su vez había sido entregada en uno de febrero 
de mil novecientos cincuenta, mediante un titulado contrato 
de arrendamiento, por el Comandante de dicha Bandera al 
Policía Armado de la misma don José Pascual Peláez, el cual, 
después de ha,ber pasa,do a la situación de retll'ado por edad, 
no se mostraba dispuesto a dejar la referida vivienda; 

Resultando que al ser requerido por el Instructor en dicho 
ex,pediente, ea treinta de marzo de mil novecientos sesenta y 
seis, repitiendo otros requerimientos anteriores, para que des­
alojase la Vivienda. don José Pascual Peláez recurrió en al­
zada, con fecha doce de marzo de mil novecientos sesenta y 
seis ante la Dirección General de Seguridad, invocando que 
necesita otra vivienda y que existían ea Valladolid grupos de 
casas de protección estatal con pisos desocupadOS. El Director 
general de Seguridad, de acuerdo con el Irlforme de su AseSO-: 
ría Jurídica, que defendló la posibilidad de desahucio, con 
apoyo en el Decreto de veinticinco de mayo de mil novecientos 
cuarenta y cinco, que estimaba vigente. resolvió, con fecha 
veinticinco de mayo de mil novecientos sesenta y seis, desesti­
mar el recurso de alzada, por entender que la competencH¡;--' 
para los desah\..clos por extinción de la relación de empleo' 
corresponde en estos casos a los Organismos del Ministerio de 
la Gobernación, a tenur del Decreto de veinticinco de mayo 
de mil novecientos cuarenta y cinco, sié'l que se haya invocado 
nada en contra por el recurrente; , 

Resultando que en siete de mayo de mil novecientos sesenta 
y seis la Sala de Gobierno de la Audiencia Territorial de Va­
lladolid dictó un auto (que se recibió en la Dirección General 
de Segurida,d el día diecisiete del mismo mes), ea el que, a 
petición de don José Pascual Peláez al Juzgado Municipal nú­
mero dos, de Valladolid, y prevlo dict8iffien favorable del Mi­
nisterio Fiscal, requería de inhibición al Director general de 
Seguridad, fundándose en que el Decreto de veinticinco de 
mayo de mil novecientos cuarenta y cinco está derogado con 
los otros Decretos que admitían resoluciones admmistrativas 
por la Ley de quince de julio de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, según se reconoce en varias sentencias del Tribunal 
Supremo, con la excepción de la revisión que el artículo treinta 
y dos de la Ley de quince de julio de mil novecientos cmcueata 
y cuatro hace a la Ley de veintitrés de septiembre de mil 
novecientos treinta y nueve, limitada a la causa de falta de' 
pago, habiendo de ejerCitarse los procedimientos por las otras ' 
causas por la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

Resultando que al recibir el escrito, la Dirección General 
de Seguridad ordenó suspender el procedimiento. dió traslado 
al recurreate (que reiteró sus anteriores manifestaciones) · y 
de acuerdo con su Asesoría Jurídica., resolvió, con fecha vein­
tiocho de junio de mil novecientos sesenta y seis, mantener su 
propia competencia y sin acceder al requerimiento, por en­
tender que es aplicable al desahucio administrativo, por e~ 


